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Con la modificación del artículo 362 del 

Código Penal referente a la disminución de la 

edad para el consentimiento de las relaciones 

sexuales en el año 2006 se subió la edad de 

consentimiento de las relaciones sexuales de 

12 a 14 años, lo que ha creado una serie de 

problemas de orden ético y de Salud Pública 

para la atención de los jóvenes por parte de los 

profesionales de la salud. Según instructivos 

de los Servicios de Salud, se debe denunciar 

a todas aquellas adolescentes menores de 14 

años que consulten por métodos anticoncep-

tivos o por embarazo, a la Fiscalía correspon-

diente. Este hecho vulnera el principio de la 

confidencialidad en la atención médica certi-

ficado en la Constitución Política y vulnera 

acuerdos internacionales. 

La Declaración de los Derecho del Niños 

aprobada por la Organización de las Nacio-

nes unidas señala en su principio 4, que el 

niño tendrá derecho a servicios médicos 

adecuados. Se debe considerar que la ma-

yoría de las parejas de estas adolescentes 

son menores de edad, la mayoría de ellos 

inimputables, por los que el beneficios bus-

cados por la Ley no son tales. 

La perdida de la confidencialidad reper-

cute directamente en las consultas, por lo 

que es inevitable el aumento en los emba-

razos en las mujeres menores de 15 años, 

únicas cifras que van en aumento cons-

tante, dado la falta asociada de programas 

para la atención de adolescentes por parte 

del Ministerio de Salud.

Este tema nuevamente está sobre el tapete 

ya que en fecha pronta se votará el proyecto de 

ley sobre derechos sexuales y reproductivos. 

Es deber de SOGIA sensibilizar a los par-

lamentarios para que no se vuelvan a repetir 

los errores de la leyes antes mencionados. 

Esperamos por el bien de los jóvenes chi-

lenos se pueda llegar a una Ley que pro-

teja en forma adecuada los derechos de 

todos los jóvenes.	 	 	 	 	

	 	 	 	 	 El Editor




